Quienes suscribimos el presente escrito, ciudadanos y ciudadanas; integrantes de organizaciones de la sociedad civil y de la academia comprometidos con el ejercicio y la vigencia del Derecho de Acceso a la Información manifestamos lo siguiente:

1.- Es necesario mantener el desarrollo y evolución que el Derecho de Acceso a la Información (DAI) ha tenido en términos generales en México desde 2002, primero con la aprobación de una Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, después con la aprobación de leyes en la materia para cada entidad federativa y posteriormente en 2007, con una reforma que elevó a rango constitucional los estándares y principios del DAI. 
2.- Los procesos de reforma y el nuevo desarrollo normativo deben ser congruentes con los que dieron origen e hicieron posible el DAI en México. Este proceso comenzó con una consulta pública para revisar el anteproyecto de ley en materia de transparencia elaborado por el entonces titular del Ejecutivo Federal, con la participación de más de 200 especialistas y miembros de la sociedad civil en foros llevados a cabo en varias ciudades del país. El resultado fue una iniciativa amplia e incluyente presentada por diversos grupos parlamentarios. De ahí que nuevas reformas deben ser transparentes (con reuniones abiertas al escrutinio público y a la participación ciudadana); imparciales e incluyentes (es decir, que incluyan tanto a la sociedad como a los órdenes de gobierno e incorporen un diagnóstico objetivo de la realidad y del marco legal) y pertinentes (toda vez que además de estar basadas en evidencias de los problemas actuales deben ser el medio adecuado y no deben afectar negativamente el derecho de acceder a información). 
3.- Es indispensable detener o revertir un conjunto de acciones, tanto en el ámbito legislativo como en el de los distintos poderes ejecutivos, que tienen un potencial efecto negativo en el rumbo y consolidación del DAI en nuestro país. Entre estas acciones destacan: 

· La falta de inversión en infraestructura humana y material para hacer del acceso a la información una realidad, así como las resistencias por parte de algunas autoridades a difundir y entregar información, que por su contenido, debería de ser pública. 
· La tendencia a incrementar el desacato o a la confrontación por parte de algunas dependencias y/o entidades hacia el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública (IFAI) y otros órganos garantes (como el caso Morelos). 

· La persistencia en sumar nuevas instancias jurisdiccionales al proceso de acceso a la información, por la vía de las reformas legislativas (como en el caso Campeche actualmente ante la Corte) o por la vía de los hechos (como el caso del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, que ha aceptado revisar las resoluciones del IFAI, sin tener facultades expresas para ello).
· Las reformas a otras leyes que anulan de facto los objetivos de las leyes de transparencia, como el caso del artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales (sobre cuya constitucionalidad también tendrá que resolver la SCJN), reformado para reservar de manera permanente las averiguaciones previas con lo que se inhibe la posibilidad de un efectivo escrutinio sobre la labor de los ministerios públicos.  

4.- Una segunda generación de reformas en materia de acceso a la información debe avanzar en la consolidación del derecho a saber, los mecanismos de acceso y sus instituciones, en beneficio de la ciudadanía. Esto implica fortalecer a los órganos garantes y definir procesos más democráticos de selección de comisionados/as, dotarlos de atribuciones legales para investigar a fondo las negativas de información y asegurar su autonomía por la vía de la suficiencia presupuestaria. Lograr un justo equilibrio entre la protección de datos personales y el derecho de acceso a la información, asegurando que la discusión sobre qué datos son privados y cuáles públicos sea resultado de un proceso deliberativo, abierto al público y visto desde un contexto específico. También deben identificarse las motivaciones que tienen los servidores públicos, y en general las instituciones para no satisfacer las demandas de información, como exceso de carga laboral o falta de recursos, para así eliminar limitantes a la transparencia y generar incentivos para el respeto al derecho de acceso a la información sin que esto afecte el derecho de acceso a la información. Lo mismo que avanzar en una agenda sobre información de interés público que deba ser difundida de manera proactiva, la prohibición de declarar inexistencias y la obligación de generar información en contextos específicos, entre otros aspectos.

Por todo lo anterior, quienes suscribimos este escrito, respetuosamente solicitamos:

A la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

1.- La celebración de una audiencia pública en aras de aportar argumentos sobre la evidente inconstitucionalidad de la reforma al artículo 74 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Campeche (LTAIPEC), y de la reforma al Artículo 16 del Código Federal de Procedimientos Penales, las cuales tendría por efecto el debilitamiento del Derecho de Acceso a la Información en México.

A las Comisiones Legislativas de Gobernación, Justicia y de Función Pública: 

2.- La celebración de una audiencia que permita discutir la iniciativa para reformar la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental que se encuentra en forma de minuta en la Cámara de Diputados con el fin de allegar elementos que promuevan la protección más amplia del derecho de acceso a la información.
